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(Sin corregir) 


Señora Representante Susana Pereyra. 


Señores Representantes José Andrés Arocena, Gabriela Barreiro, Nicolás Olivera, 
Darío Pérez Brito, Edgardo Rodríguez, Eduardo José Rubio y José Yurramendi. 


Señor Representante Constante Mendiondo. 


Por la Asociación de Agrimensores del Uruguay, ingenieros agrimensores Martha 
Siniacoff (Presidenta), y Ricardo Zunino, Jorge Laviano, Natalia Canneva y Ramón 
Appratto (Integrantes de la Comisión de Ordenamiento Territorial). 


Señor Horacio Capdebila. 


PROSECRETARIA: Señora Lilián Fernández Citera. 


SEÑORA PRESIDENTA (Susana Pereyra).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Dese cuenta de los asuntos entrados. 


(Se lee) 


Vamos a enviar a los señores legisladores, por correo electrónico, una copia de esta invitación así como 


cada uno de los asuntos entrados que acabo de leer. 


También vamos a dar cuenta de la nota que enviamos a la señora ministra de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente a los efectos de que en la próxima sesión pueda venir aquí el arquitecto 


Schelotto a dar cuenta de todo lo actuado. Recabaremos todas las dudas a los efectos de que las pueda ir 
evacuando o, si no las puede responder en el momento, nos envíe información al respecto. 


La idea es terminar la consideración del proyecto de ley relativo a “Directrices Nacionales de Ordenamiento 
Territorial y Desarrollo Sostenible”. Vamos a solicitar a los señores diputados que cualquier iniciativa que 
tengan con relación a cambiar algún artículo o a realizar alguna observación -como en la oportunidad en que 
estuvo el Congreso de Intendentes- la planteen en estos días para poder votar este tema primero en Comisión 
y luego -si da el tiempo- en el plenario. 


También tenemos a consideración nuevamente, porque no llegó a obtener la sanción, el proyecto relativo a 
las directrices nacionales costeras -creo que los señores diputados Edgardo Rodríguez y Darío Pérez Brito, 
integrantes de esta Comisión, estuvieron presentes cuando se votó esta iniciativa-; en esta oportunidad cuenta 
con la aprobación del Senado, es decir que somos la segunda Cámara. 


Si les parece bien, otro tema que vamos a tratar inmediatamente de terminada la consideración de los 
proyectos que acabo de mencionar es el proyecto de ley del señor diputado Alfredo Asti relativo a los 
inmuebles abandonados; analizaremos los dos proyectos que llegaron a Comisión, aunque el último es el que 
trae las modificaciones. 


Esta es la propuesta de trabajo para este mes, salvo que surja alguna urgencia. 
SEÑOR OLIVERA (Nicolás).- Quiero plantear tres solicitudes. 


En primer lugar, a la secretaría de la Comisión, si es posible que nos haga llegar -quizás ya lo tengan 
elaborado porque trabajan de una manera muy prolija- el listado de las solicitudes de audiencia pendientes, 
con las fechas, para saber con quién estamos en deuda y qué vigencia tienen. 


En segundo término, quiero pedir a la Comisión si puede remitir otra nota a la señora ministra y al presidente 
de OSE. Recordarán que hubo un compromiso de parte de ellos de enviarnos vía electrónica una 
documentación referida a los números sobre las pérdidas de agua; en lo personal, no la he recibido; no sé si la 
Comisión recibió algo al respecto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Me acota el señor secretario que se recibió y se incorporó a la versión 
taquigráfica. Decidimos adjuntar a la versión taquigráfica todo el material que recibimos a los efectos 
de que quede todo compilado. 


SEÑOR OLIVERA (Nicolás).- Si específicamente ese trabajo me lo pueden enviar vía electrónica, se 
los agradezco. 


El último tema es el siguiente. Hace un tiempo, el año pasado, se presentó nuevamente un proyecto para la 
prohibición de la actividad del fracking, como mecanismo extractivo. Tengo entendido que esa iniciativa fue 
para la Comisión de Industria, Energía y Minería, pero creo que pertenece a esta Comisión. Dejo planteado el 
tema porque -más allá de que tiene que ver tangencialmente con la industria- siento que es un tema de esta 
Comisión ya que, precisamente, la prohibición hace a la protección ambiental, 


SEÑOR RUBIO (Eduardo).- Soy uno de los firmantes de ese proyecto de ley que redactó el actual 
presidente de la Cámara, el señor diputado Gerardo Amarilla. Habíamos conversado sobre la 
necesidad de reclamar que ese proyecto viniera a esta Comisión, sobre todo teniendo en cuenta las 
afirmaciones que el Presidente de la República hizo en su visita a Paysandú, y confirmando 
enfáticamente lo que dijo en las reuniones que tuvo con los partidos políticos, donde nos informó al 
respecto y nos acercó el material sobre el petróleo. Allí el presidente fue muy claro al afirmar que en su 
Gobierno no se iba a utilizar el fracking, entonces, sería bien importante que eso tuviera forma de ley 
para los gobiernos que sigan. Nos parece que es una iniciativa que corresponde a esta Comisión; no sé 
cuál es el trámite a seguir en ese sentido pero nos interesaría que viniera a este ámbito. 


Otro tema a plantear es que hace unos días se cumplió un año del remate del predio que ocupa el barrio 30 de 
Julio, en Instrucciones y Colman, situación que sigue pendiente de una solución. Esta Comisión había 


resuelto hacer una visita al barrio, por lo que nos gustaría agendarla para hacerla efectiva. En realidad, 
quienes remataron el predio ya están para escriturar y el proceso ya conocemos cómo sigue, pero sería 
importante poder analizar qué se puede hacer y cómo se puede intervenir en esa situación. Por eso planteo 
que se agende esa fecha de visita cuanto antes. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Damos cuenta de que a través de la secretaría enviamos a la Junta Departamental 
una solicitud para que nos brindara información sobre este asunto -en el que también está trabajando- a los 
efectos de ir avanzando. Vamos a llamar a la Comisión de Asentamientos de la Junta para ver qué pasó con 
ese pedido. 


SEÑOR PÉREZ (Darío).- Voy a referirme al tema que planteó el señor diputado Olivera vinculado al 
fracking. Creo que esta es la Comisión en la que debe tratarse ese proyecto porque antes que a la 
industria involucra al medio ambiente. En consecuencia, solicito que la iniciativa sea remitida a esta 
Comisión; no sé cuál es el procedimiento que debemos seguir para lograrlo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Podemos elaborar una moción. Sin embargo, creo que lo primero que 
tendríamos que hacer es hablar con el presidente, como promotor del proyecto, que fue quien definió el 
lugar en el que se debía discutir. 


SEÑOR RUBIO (Eduardo).- Quiero aclarar que quien tomó esa decisión fue el anterior presidente. 
Deberíamos hablar con el actual para que cambie el destino de esa iniciativa. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Así se procederá. 


(Ingresan a sala integrantes de la Asociación de Agrimensores del Uruguay) 


La Comisión de Vivienda, Territorio y Medio Ambiente da la bienvenida a una delegación de la 
Asociación de Agrimensores del Uruguay integrada por la ingeniera agrimensora Martha Siniacoff, 
presidenta, y por la ingeniera agrimensora Natalia Canneva y los ingenieros agrimensores Ricardo Zunino, 
Jorge Laviano y Ramón Appratto, integrantes de la Comisión de Ordenamiento Territorial. 


Como ustedes saben, estamos analizando el proyecto de ley sobre Directrices Nacionales de Ordenamiento 
Territorial y Desarrollo Sostenible. Durante la Legislatura pasada estudiamos esta iniciativa, pero como ya 
estábamos al final del período, no la pudimos terminar; tenía media sanción. En aquel momento, también 
estuvo presente la Asociación de Agrimensores del Uruguay. Ahora, los hemos citado nuevamente porque nos 
importa conocer su opinión para tener la mayor cantidad de insumos posible a la hora de resolver. Así que les 
agradecemos su presencia; los escucharemos atentamente. 


SEÑORA SINIACOFF (Martha).- En primer lugar quiero resaltar que los agradecidos somos nosotros 
porque este Cuerpo fue el que nos solicitó opinión con respecto al proyecto de ley que está discutiendo. 


Es importante destacar que estos temas no son ajenos a la profesión de ingeniero agrimensor. Nosotros 
tenemos formación en agrimensura legal -hay un componente legal muy importante en un proyecto de ley, 
más allá de los aspectos técnicos que tengan que ver con cada una de las orientaciones profesionales-, en 
catastro, en ordenamiento territorial y, también, en planificación territorial. Colaboramos en la elaboración de 
la ley de ordenamiento territorial y en otras iniciativas relacionadas con el territorio, dada nuestra formación 
en todo lo que tiene que ver con la propiedad, los derechos de propiedad, la legislación y los aspectos 
territoriales. 


Con relación al tema que hoy nos ocupa, elaboramos un documento, que va a quedar a disposición de la 
Comisión. 
Hay dos partes del proyecto de ley que queremos comentar: una relativa a los aspectos generales y, otra, a los 


artículos que nos merecen alguna observación desde el punto de vista técnico o jurídico. 


Con respecto a las consideraciones generales, reivindicamos que el país necesita directrices nacionales de 
ordenamiento. Eso es incuestionable; el colectivo de ingenieros agrimensores está de acuerdo en que es 


imprescindible contar con una ley de ordenamiento territorial. 


Ahora bien: nos costó trabajo entender la redacción del proyecto de ley. En algunos artículos es un poco 
difusa y no es lo suficientemente clara para la ciudadanía y para los profesionales vinculados al ordenamiento 
territorial. Esto motiva que a veces no se entienda claramente el contenido y los objetivos de esta iniciativa. 


El texto del proyecto se basa en una idea general, tal como lo entendemos nosotros, de universalizar 
principios rectores para todo el territorio, pero eventualmente, tal como está redactado, podrían no 
reconocerse algunas singularidades regionales que vamos a comentar. 


Con respecto a las consideraciones particulares, voy a referirme a lo que tiene que ver con aportes a la 
exposición de motivos del proyecto. Se basa en procesos de uso y ocupación territorial y se dan por ciertos 
algunos procesos socio- territoriales sin especificar su fuente de información. Se hace referencia al 
vaciamiento de áreas centrales y a la movilidad hacia las periferias, y nosotros no negamos la veracidad de 
esa información, sino que desconocemos de dónde surge la cuantificación de esos fenómenos socio- 
territoriales suburbanos que se están dando en el territorio, así como si se pueden generalizar a todo el país. 
Nos surge la duda de si los procesos descriptos son extrapolables a todo el territorio nacional en forma 
homogénea, ya que sustentan una ley de carácter nacional. O sea que no negamos la veracidad, pero no 
tenemos la fuente de información que sustenta esa afirmación. 


Por otro lado, entendemos que se debería relativizar una referencia que se hace en la exposición de motivos 
en cuanto a que esta ley provocaría una transformación crítica del modelo territorial presente. ¿Por qué? 
Porque hay gobiernos departamentales que ya tienen avances sustantivos con respecto al ordenamiento 
territorial. Me refiero a Canelones, Colonia, Maldonado, Montevideo y Paysandú. Tal vez, esta ley sea un 
complemento, como dice más adelante, en cuanto a que tiene que conciliarse con los planes ordenadores y 
con las directrices departamentales, pero por el grado de avance de esos departamentos no vemos que esta ley 
vaya a provocar una transformación crítica. 


En cuanto a los artículos, tenemos algunas observaciones a destacar. 


En relación al artículo 3” para nosotros es importante aclarar algo que nos preocupa, que es el carácter 
vinculante al que expresamente se hace referencia, porque puede afectar las autonomías de las Intendencias 
departamentales, los Ministerios y otros organismos. O sea que nos preocupa hasta qué punto el carácter 
vinculante configura obligatoriedad, y nos parece que sería conveniente analizar un poco más ese aspecto. 


Con respecto al literal a) del artículo 5% debo decir que consideramos la redacción demasiado abarcativa, 
porque apunta a todos los sectores de la economía orientando y regulando su localización. ¿Cuál es el espíritu 
que puede haber detrás de esto? Obviamente, sabemos que hay industrias insalubres y peligrosas, y se debe 
procurar que no coexistan con otros usos como la vivienda y otro tipo de actividades, incluso económicas. No 
obstante, entendemos que es demasiado abarcativo hablar de todos los sectores de la economía. ¿Por qué? 
Porque entendemos que tal vez deberían quedar afuera de esa regulación a nivel nacional -quizás sí deban 
regularse a nivel departamental- otros sectores que no son nocivos para el medio ambiente, como las 
industrias de software o las financieras. Es decir que es demasiado abarcativo establecer que la ley va a 
procurar la localización de esas actividades. 


El literal c) del artículo 5* hace referencia a un centro logístico nacional y entendemos que debería referirse a 
un centro logístico regional 


Con respecto al literal a) del artículo 6” entendemos que cuando se hace referencia a promover determinados 
desarrollos productivos, debería hacerse en orden taxonómico y de prelación. Por eso nos parece conveniente 
cambiar la redacción nombrando primero a una producción primaria agropecuaria, después una pesquera y 
sus agroindustrias como cadena de valor, una minera, etcétera. En cuanto al literal d) consideramos que el 
desarrollo de la matriz energética, tal como está redactado, no es objetivo de las directrices nacionales de 
ordenamiento. Sí lo es la localización, pero entendemos que el desarrollo de la matriz energética debe estar 
en manos de otros organismos, como UTE. Estamos de acuerdo con que las directrices nacionales promuevan 
la localización como ley de ordenamiento del territorio, pero no la matriz propiamente dicha. En relación al 
literal e) debo decir que las directrices no deberían afectar las políticas del Ministerio de Turismo y Deporte 
pero la redacción difusa que se da puede hacer que este literal sea incompatible con las potestades de esa 
Cartera. 


Por otra parte, creemos que en el artículo 11 puede haber una contradicción con el artículo 10, porque en el 
artículo 11 se promueve un concepto de capitalidad contrario a las actuaciones territoriales estratégicas que se 
mencionan en el artículo 10. 


Asimismo, en el artículo 16 no queda claro si se refiere a proyectos de inversión públicos, privados o 
público- privados, porque habla en general de proyectos de inversión. Entendemos que se deberían 
mencionar los tres o el proyecto de inversión al que apuntan las directrices. 


El artículo 19 refiere a la heterogeneidad de los tejidos. Obviamente, es de orden promover la heterogeneidad 
de los tejidos residenciales, territoriales y socio- territoriales, pero entendemos que no es suficiente 
promoverla solo a través de una ley de ordenamiento, sino que para que se concilie y concrete debe realizarse 
a través de políticas públicas compartidas entre el ordenamiento territorial, la educación y tal vez políticas 
fiscales de aliento o desaliento. Nosotros, debido a nuestras tareas específicas, notamos que muchas veces la 
parte de fiscalidad va muy apartada de la del ordenamiento territorial, a pesar de que son complementarias. 
Una política fiscal puede ser una política de aliento a determinados usos o de desaliento. Es decir que 
tendrían que conciliarse y no ser compartimentos estancos, tal como se presenta por el momento. 


También se hace referencia al desestímulo a la expansión urbana. Tres de nosotros trabajamos en Catastro de 
la Intendencia de Montevideo, la ingeniera Canneva, el ingeniero Zunino y yo que soy la directora. En 
Montevideo hemos vivido la expansión hacia la periferia y la problemática que implica dotar de servicios a 
esas zonas que tiene un costo que termina pagando toda la población, pero no sabemos si necesariamente esto 
es igual para otras ciudades. Digo esto porque se trata de una ley de alcance nacional. Puede haber ciudades 
en las que específicamente se promueva esa expansión hacia la periferia -está presente el ingeniero 
agrimensor Appratto que es de Paysandú y quizás pueda explicarnos mejor esta situación- en forma ordenada. 
El proyecto se refiere a la forma espontánea, pero es diferente cuando se produce en forma ordenada a 
efectos del turismo y otras actividades. En tal sentido entendemos que no se debería generalizar el hecho de 
evitar la expansión hacia la periferia. 


En cuanto al literal b) del artículo 21, reiteramos lo que expresamos para el artículo 19 con respecto a la 
dificultad de lograr heterogeneidad social, territorial, edilicia, etcétera, solo a través de una ley de 
ordenamiento, sino que habría que complementarlo con algo más. 


En los siguientes artículos tenemos dudas acerca de hasta qué punto el carácter vinculante de la ley entra en 
colisión con otras competencias que tienen los organismos públicos. Por ejemplo, se hace referencia a las 
áreas inundables en un período de cien años y entendemos que esto no tiene que figurar en un proyecto de 
ley, porque cada territorio por sus condiciones micro climáticas, climáticas, topográficas, etcétera, son 
distintos y debe ser regulado por la Dinagua para cada caso en particular. No se puede generalizar un asunto 
que tiene que ver con inundación en todo el territorio. Se trata de una cuestión cien por ciento técnica, 
científica y estadística, y hay un organismo que es la Dinagua que se encarga de hacer esas determinaciones. 


A su vez, cuando se hace referencia a lo que tiene que ver con políticas sectoriales en el suelo rural, 
obviamente se da participación al Comité Nacional de Ordenamiento Territorial, que sabemos está integrado 
por el Congreso de Intendentes y otros organismos. No obstante, entendemos que al tratarse específicamente 
de aspectos rurales en un departamento específico, además de los organismos que integran el Comité 
Nacional de Ordenamiento Territorial, debería hacerse una consulta específica a la Intendencia involucrada, 
más allá de que participe el Congreso de Intendentes. Hay técnicos de área rural y directrices 
departamentales, y sería importante que se tenga en cuenta la opinión de la Intendencia involucrada. 


En los artículos 29 y 30 aparece nuevamente el asunto del carácter vinculante. Se definen políticas y 
competencias que podrían poner en riesgo autonomías de Ministerios u otros organismos públicos con la 
posibilidad de vaciarlos de contenidos en algunas de sus funciones, tal como está redactada la ley. En 
particular podemos mencionar los Ministerios de Ganadería, Agricultura y Pesca y de Turismo y Deporte, 
UTE, la Dirección Nacional de Minería y Geología, OSE, Dinagua y el Instituto Nacional de Colonización, 
entre otros. 


Además, en el artículo 31, que refiere a la localización de familias en el ámbito rural y básicamente existe la 
pretensión de una ubicación en el área urbana, no queda claro si estas modificaciones introducen cambios en 
las políticas de Mevir. En el literal b) hay un término que también aparece en la ley de ordenamiento 

territorial y desarrollo sostenible. Me refiero al término “enclave”, que nunca se definió en el sentido de qué 


dimensiones tiene, cuántas casas abarca, si cuenta con escuelas, etcétera. Es decir que se trata de otro término 
difuso que aparece en la ley sin una definición y habría que saber cómo dimensionarlo. 


El artículo 32 refiere a la transmisión eléctrica y en nuestro país hay una gran cantidad de normas respecto a 
la servidumbre de líneas de alta tensión, que son reguladas por UTE. Además, está regulada la faja de 
protección de acuerdo con el voltaje. Asimismo, en lo que tiene que ver con la propiedad hay un capítulo de 
servidumbre y cabe decir que en nuestro país hay muchas normas al respecto. 


Con respecto al artículo 35, nuevamente visualizamos que existen problemas de competencia, esta vez con la 
Dirección Nacional de Medio Ambiente. 


En cuanto al artículo 40, entendemos la conveniencia de conciliar sistemas entre todos los organismos. 
Nuestra experiencia indica que cada organismo desarrolla sistemas por separado y después es muy difícil que 
conversen entre sí; son distintos sistemas, distintas referencias. Quizás, cuando se habla de un organismo 
encargado de conciliar esos sistemas debería mencionarse expresamente Agesic, que es el que ahora tiene la 
función de conciliar los sistemas entre las distintas dependencias estatales. 


Esos son los artículos que nos merecieron alguna observación. En el resto no advertimos inconveniente, salvo 
algún detalle de redacción; no más que eso. 


Finalmente, entendemos conveniente la existencia de orientaciones precisas de ordenamiento territorial a 
nivel nacional, que fue lo primero que mencionamos. Nos preocupa el alcance del término “vinculante”, 
establecido en el presente proyecto, a partir del cual se podrían afectar autonomías de Gobiernos 
departamentales y de otras instituciones públicas. 


Otra cuestión que notamos es que este modelo promueve un concepto centralista del manejo de políticas, 
mientras la política general de los últimos años ha sido en el sentido de procurar la descentralización. 
Entendemos que tal como está redactada esta iniciativa, centraliza, lo cual iría en contra de políticas 
desarrolladas que en muchos casos han dado buen resultado, como es la descentralización, inclusive, tratando 
de reconocer singularidades y fortalecer un tercer nivel de Gobierno, que es lo que todos estamos procurando. 


Como dije, el lenguaje utilizado para la redacción del proyecto contiene mucha terminología ambigua y de 
escaso contenido jurídico -no es un proyecto de ley como los que estamos acostumbrados a analizar-, lo cual 
podría suponer riesgos en futuras aplicaciones e interpretaciones. Si el proyecto no está claramente redactado 
podría dar lugar a confusiones. 


Quedamos a las órdenes para contestar las preguntas que puedan surgir. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Queremos informarles que en el marco de recibir la mayor cantidad posible 
de opiniones e insumos de las partes involucradas o afectadas por este tema de las directrices 
nacionales, también estamos trabajando con el Congreso de Intendentes, entre otros. 


Entiendo que la exposición de la señora Siniacoff fue muy precisa, detallada y elocuente. 
SEÑOR OLIVERA (Nicolás).- Damos la bienvenida a la delegación. 


Valoramos enormemente el aporte que han hecho, que está en línea con otros aportes que hemos recibido. Es 
bueno que delegaciones de instituciones, gente que representa a distintos sectores de la sociedad venga a la 
Comisión y deje sus aportes. El espíritu de esta Comisión ha sido hacer esta discusión lo más participativa 
posible. 


Muchos de los puntos por ustedes planteados son compartidos por nosotros. Me gustaría hacer algunas 
consultas. 


Con respecto al artículo 3", en el que se hace referencia a las orientaciones vinculantes, según entiendo, si se 
quitara el término “vinculantes” y solo se hiciera mención lisa y llana a las orientaciones se subsanaría gran 
parte de las objeciones que ustedes plantean. Me gustaría que quedara explícitamente constancia de su 
opinión al respecto. 


Otros planteos van de la mano con los cuestionamientos al artículo 11, en el que se consagra de forma 
explícita el centralismo. 


También me gustaría hacer una pregunta con respecto al artículo 31, en lo que tiene que ver con la 
integración socio territorial. Nosotros provenimos de Paysandú, que sabemos no escapa a la realidad de otros 
departamentos. Queremos saber si ustedes, como Asociación de alcance nacional, tienen conocimiento de 
otros lugares del país, pequeñas localidades, que aun mantienen su identidad, es decir, gente que se siente 
parte de un lugar, de determinada localidad que aun no cuenta con núcleos habitacionales o en las que Mevir 
no ha desembarcado. A pesar de esto, la gente se sigue sintiendo parte de esa localidad. En Paysandú tenemos 
el caso de Parada Damián. Hay gente que se siente parte de ese lugar. Sin embargo, hasta ahora, hasta allí no 
ha llegado Mevir, no hay un centro poblado enucleado; tiene su escuela, una dependencia de la Policía, una 
oficina de Antela y otros servicios, pero no tiene viviendas. Entendemos que si se consagra este texto legal tal 
y como está previsto -de hecho, existe la política de Mevir de no seguir desembarcando en lugares aislados-, 
quizás nunca exista la posibilidad de que en esos lugares haya viviendas. Reitero: la pregunta es si tienen 
conocimiento de alguna situación en otros lugares o si han recibido planteos de algún colega a nivel nacional 
vinculado a este tipo de situaciones en las que la gente tiene un sentido de pertenencia con respecto a una 
localidad que quizás no ha sido tocada por la varita del progreso. 


SEÑOR APPRATTO (Ramón).- Reitero mi agradecimiento por recibirme. También tengo que hacer 
público el agradecimiento a la Asociación de Agrimensores, porque estoy jubilado, pero de todas 
formas me han recogido en el seno del asesoramiento, quizás porque tengo alguna trayectoria en 
materia de estudio de ordenamiento y he estado becado en el extranjero. En el departamento de 
Paysandú he volcado cierta experiencia y fui presidente de Comisiones que resolvieron planes 
urbanísticos y directrices departamentales de ordenamiento. 


Me he tomado la licencia de traer algunas consideraciones que después me gustaría explayar, si ustedes 
tienen la bondad de escucharlas. 


Con respecto a las preguntas del señor diputado Olivera, estoy de acuerdo con que si la norma, en lugar de 
ser vinculante, fuera orientativa, un estudio un poco más acabado llevaría a hacerla más tratable para su 
aplicación. 


En cuanto a la orientación de políticas sectoriales, a las que refiere el artículo 11, a lo dicho agrego que la 
relevancia de Montevideo y su área metropolitana viene de un proceso que se inicia en la época de la colonia, 
lamentablemente, siempre en detrimento del país interior, que es de donde salió el grueso de la riqueza 
nacional exportable, hoy el 80%. Considero que esa orientación política es injusta y se opone con la 
integración de que habla el proyecto. Ahí encontramos un choque entre lo que sentimos y lo que establece el 
texto. 


Con respecto al artículo 31, que refiere a la integración socio territorial, considero que el texto tiene visos de 
haber sido copiado de España, como tantas otras cuestiones del ordenamiento territorial uruguayo. Con 
respecto a esta afirmación, en Artigas, tuve oportunidad de preguntar al señor Chabagoity acerca de si la Ley 
N* 18.308 la habían copiado de España. La respuesta fue que sí, que la habían copiado de España y de 
México. Lamentablemente, la historia de las leyes de ordenamiento españolas tienen mucho de fracaso y un 
poco de acierto -estuve un año becado en España y trabajé con el Instituto de Reforma y Desarrollo Agrario, 
que era el que llevaba adelante el ordenamiento territorial en el medio rural-; por eso, hay que tener cuidado. 


Una de las consideraciones que traje con respecto a este punto es que si la vivienda es para la población rural, 
obviamente, debe estar en el campo; si se hace en la ciudad, el poblador de esa casa, es un poblador urbano. 
Ahí hay un nudo que no terminamos de desatar y creo que merece un estudio más profundo. 


Creo que he contestado lo que preguntaron. 


SEÑOR AROCENA (José Andrés).- El diputado Olivera prácticamente ha planteado todas las 
interrogantes que tenemos sobre este tema y que hemos reiterado a otras delegaciones que recibimos; 
diría que ha habido uniformidad en el cuestionamiento a este proyecto de ley por parte de los distintos 
actores que han participado en la Comisión de Vivienda, Territorio y Medio Ambiente. 


Simplemente, si fuera posible, me gustaría que ampliaran lo manifestado con respecto al artículo 19, relativo 
a la política fiscal, en el sentido de si puede ser bien o mal empleado, como una forma de desarrollo. Lo 
mismo planteo con respecto al artículo 21, que refiere al desestímulo a la expansión de nuevas áreas urbanas, 
al que se hacía mención. Nosotros, como diputados del interior, vivimos esto a diario, porque el trabajo ha 
ido migrando. Nos gustaría conocer la opinión de la Asociación, más allá de la realidad montevideana, que es 
bien distinta a la del resto de los otros dieciocho departamentos. 


SEÑOR OLIVERA (Nicolás).- Una cuestión que me pareció bien interesante es lo que dijo la 
presidenta en cuanto a la expansión urbana. Reflexionando sobre esto, advertimos que en el interior las 
autoridades nacionales vinculadas al ordenamiento territorial o a la vivienda propiamente dicha 
reiteran el concepto de procurar ir llenando el entramado urbano -lo compartimos-, esos vacíos que 
van quedando, que están dotados de servicios, que ya están valorizados, que están puestos en valor y 
que, a veces, fruto del desequilibrio en los precios y en el acceso a esos bienes, van quedando de lado, 
optándose por ampliar las zonas periféricas. 


La consulta es si existe algún punto de inflexión, algún punto de equilibrio desde el punto de vista técnico a 
partir del cual se entiende que una ciudad está en condiciones de decir que se completó el entramado urbano 
y tiene la necesidad de expandirse. 


Todos los días, representantes de distintas cooperativas de vivienda, golpean las puertas de todos nosotros, 
toman contacto con nosotros, cuando en el impulso o con el deseo de acceder a su vivienda lo primero que 
hacen es buscar un terreno. Vemos cómo cada vez se está haciendo más difícil el acceso a la tierra -por lo 
menos en nuestro departamento es así; nos consta que también sucede en otros- dentro de la zona urbana a 
costos razonables. Además, las políticas de Montevideo no pueden aplicarse al interior. Por ejemplo, a veces 
se nos dice que tenemos que empezar a pensar en construir en altura, pero no sé si urbanísticamente es algo 
que podemos aceptar en el interior del país; capaz que tenemos que cambiar la cabeza o capaz que no. Lo que 
quiero saber es cuándo estamos en condiciones de decir que no es bueno frenar la expansión, porque vemos 
que cuando esa gente sale al mercado a buscar tierra la ecuación es inversamente proporcional entre el precio 
de acceso a la tierra y el precio de acceso a los servicios. Evidentemente, ahí hay una distancia importante 
que cada vez se acentúa más; cada vez a la gente le cuesta acceder más; o le cuesta acceder menos a la tierra 
o más a los servicios. Evidentemente, en este caso hay una distancia importante, que cada vez se acentúa 
más. A la gente le cuesta acceder menos a la tierra, pero más a los servicios, y allí empiezan a intervenir otros 
organismos públicos. Se hace una suerte de colecta entre distintos organismos, aunque las intendencias 
siempre han colaborado, así como también OSE, etcétera. 


En este sentido, me gustaría que nos explicaran un poco más sobre cómo se puede disociar este tema entre 
capital e interior y cuál sería el punto de equilibrio entre la expansión y no expansión en función de qué tan 
completo puede estar el entramado urbano. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Me gustaría conocer la opinión de nuestros invitados sobre la planificación 
en cuanto al crecimiento de las ciudades en lo que tiene que ver con los servicios. 


A veces, la tierra puede ser muy barata, pero llevar los servicios a esos lugares tan lejanos resulta muy 
costoso, y puede superar el precio de los terrenos. Por lo tanto, la racionalidad en esos casos es fundamental. 


SEÑORA SINIACOFF (Martha).- En cuanto a la pregunta del señor diputado sobre la conciliación de 
políticas territoriales con políticas fiscales, tal vez, mencione algún tema que involucra Montevideo, 
pero lo que voy a decir es extrapolable para otros departamentos. 


Notamos que cuando se diseñan directrices departamentales y nacionales de ordenamiento se establecen 
zonas de promoción para la localización de determinados usos; se hace hincapié en la heterogeneidad de 
tejidos sociales, socioculturales, territoriales, y en todos los aspectos que hacen no solamente a lo físico, sino 
también a lo social. Además, participan los urbanistas y los planificadores, pero no tienen en cuenta las 
políticas fiscales que pueden ayudar o alentar a que se produzcan esos efectos de localización que se buscan. 


Por ejemplo, si queremos que en determinadas zonas se implanten industrias, no vemos que haya ningún 
incentivo fiscal -estoy hablando de Montevideo, pero a nivel nacional tampoco lo notamos- que promueva o 


que haga atractiva de alguna forma la localización de esos usos que se prevén a nivel de las directrices en esa 
zona. No hay un incentivo económico para que eso se produzca. Hay que tener en cuenta que un inversor, en 
este caso un industrial, ve la relación costo- beneficio, y si le sirve esa promoción, obviamente, la va a 
adoptar. 


Consideramos que para llegar a determinados fines las políticas fiscales tienen que trabajar al lado de las 
políticas territoriales. Lo mismo debería hacerse en el caso de poblaciones de bajos recursos. En es sentido, 
vamos a tratar de incentivar todo lo que tiene que ver con tributos a la propiedad inmueble. 


Nosotros percibimos que el urbanismo va para un lado, lo territorial para otro y lo fiscal para otro distinto. 
Obviamente, una herramienta indirecta de aliento o de desaliento de determinados usos y actividades que se 
promueven es la fiscalidad inmobiliaria. 


SEÑOR RODRÍGUEZ (Edgardo).- Quisiera saber si los parques industriales son un instrumento de 
promoción fiscal. 


SEÑORA SINIACOFF (Martha).- Sí. 


Yo hablé del tema industrial, pero la industria no es la única actividad. Por ejemplo, en el caso de 
Montevideo en este momento es muy difícil llevar la población del oeste hacia el este, precisamente, por un 
tema de costos asociados. Si no existe una política que aliente ese tipo de heterogeneidad del tejido, 
difícilmente lo podamos hacer. 


Hay viviendas desocupadas en el centro de los territorios, y eso se debe, como dijo el señor diputado, a que la 
población se va a la periferia. Pero, no hay ninguna política que aliente que se liberen al mercado ese tipo de 
viviendas. A nuestro modo de ver, hay otras políticas complementarias que pueden buscar esa 
heterogeneidad, ya sea en forma complementaria en políticas territoriales, urbanas, fiscales, de aliento, de 
incentivo, que puedan coadyuvar al objetivo de esta ley, no solamente desde el punto de vista de la intención 
territorial. 


SEÑOR ZUNINO (Ricardo).- Como decía la señora Martha Siniacoff, no es suficiente que haya buenas 
intenciones escritas para que se produzcan ciertos procesos. 


En Montevideo tenemos un plan de ordenamiento vigente desde el año 1998, que tiene una estructura muy 
similar a la ley de ordenamiento; sin embargo, seguimos teniendo tierra cara a pesar de que se ordenó el 
territorio para usos logísticos, industriales, etcétera. Las zonas ordenadas se elevaron muchísimo en el precio 
del metro cuadrado. Además, los procesos a que son obligadas las personas que se quieren instalar en esos 
lugares son bastante lentos y dificultan el acceso a la localización. Por ejemplo, Montevideo -no quiero 
centrarme únicamente aquí, pero es la experiencia que tenemos- promueve sacar industrias del casco urbano 
y que se vayan a las zonas preestablecidas en la periferia como de uso logístico- industrial. Pero, como ya 
dije, que esté escrito no alcanza, hay que dar otras herramientas a la gente que se quiere instalar, como 
capacidad de gestión en forma rápida, pues una empresa no puede esperar dos o tres años para instalarse. 
Esto es lo que pasa en los hechos. 


Por lo tanto, no solo alcanza con escribir y tener buenas intenciones, sino que hay que tener la capacidad de 
gestionarlas. 


SEÑOR APPRATTO (Ramón).- Con respecto al artículo 21, que es el que refiere a este tema, voy a 
agregar algunas otras consideraciones. 


Creo que lo más importante es atender a la idiosincrasia de los pobladores de las ciudades. En el interior, las 
personas todavía son gustosas del espacio, y eso las hace vivir felices. Me parece que eso es quizá más 
importante que tratar de comprimirlas en bloques de apartamentos donde se sienten incómodas. 


Con respecto a la pregunta de la señora presidenta, quiero señalar que si bien los servicios tienen costo, la 
felicidad de la gente bien justifica esos gastos. 


Yo trabajé veinte años en OSE, y puedo afirmar que la extensión de los servicios de agua y saneamiento -que 
por lo general son el mayor problema junto con la electricidad-, hoy en día han disminuido muchísimo los 
costos. Yo pertenecía a una época en la que una cañería de saneamiento se hacía con caños de hormigón, el 
encabezamiento muchas veces fallaba y había que hacer la prueba hidráulica; se pegaba caño con caño de 
1,20 metros con mezcla, y si eran terrenos húmedos se dificultaba más. Hoy en día se usa el PVC y se 
encabeza con cemento plástico. Inclusive, los camiones de caños que antes se bajaban a mano, hoy se 
descargan con la volcadora porque son de PVC y de 6 metros de largo. 


Como dicen los paisanos: “hasta lo barato cuesta”. Pero, de cualquier manera, llevar los servicios es mucho 
más barato que antes. A mi modo de ver, ese elemento del costo de los servicios ha ido perdiendo fuerza 
porque los costos no son los mismos que antes si los trajéramos a la moneda de hoy. 


Creo que si se contemplan los asentamientos irregulares a los que no se quiere ir alegando el desarraigo, ¿por 
qué no atender la idiosincrasia de la gente común del interior tendiente a vivir en casas con terreno 
circundante? 


En cuanto a promover las diferentes características morfológicas e integración social en el diseño de los 
tejidos residenciales, creo que los precios de los terrenos marcan el tipo de los propietarios, de las futuras 
casas, sus dimensiones y estilos. En algunos barrios de gente modesta o de gente rica, las casas son todas 
iguales, por ejemplo, las construcciones de Mevir y los barrios residenciales privados. 


La heterogeneidad de que habla el proyecto se consigue, en principio, por los precios, y para conseguirla se 
necesita tiempo. Es decir, yo no puedo fabricar de buenas a primeras un barrio heterogéneo; no puedo decir 
que esta casita va a ser de bajos, la otra va a ser de altos, la otra va a ser un bloque. En Montevideo se dan 
ejemplos notables, como la Ciudad Vieja, el Cordón, barrio Sur y Palermo, que se han ido haciendo 
heterogéneos con el tiempo, pero no fueron creados en esa forma. Eso no lo podemos incluir en una ley, 
porque una norma no los va a convertir en heterogéneos; es la realidad la que lo va a hacer. 


Para rematar esa idea, quiero señalar que ese tipo de cosas las atendimos en Paysandú con el Decreto 
N* 4489/03, que es el plan urbanístico y, por medio de él, tratamos de aceptar la realidad y proyectar el 
futuro. 


Como dijo la presidenta de la asociación, influye mucho en todo esto el trabajo catastral. Modestamente, 
tenemos que decirles a ustedes que la única carrera universitaria en la que se estudia catastro y evaluaciones 
en forma orgánica es en la de agrimensura. Hemos tenido la desgracia -la adjetivo así porque no encuentro 
otra palabra- de que la Dirección Nacional de Catastro dejó de tener en la planilla de cargos, al lado de 
Director de catastro, al ingeniero agrimensor. Lamentablemente, hoy la Dirección de Catastro no está dirigida 
por quienes estudiamos esa disciplina, lo cual ayudaría en cierta medida a que estas cuestiones se pudieran 
mejorar. 


SEÑORA PRESIDENTA.- No quiero polemizar con usted, pero me gustaría dejar claro mi punto de 
vista. 


Creo que ninguno de los que estamos aquí está en contra de lo que quiere cada una de las familias que define 
vivir en el interior o en la ciudad; todo lo contrario. Simplemente, cuando alguien se instala en el lugar donde 
quiere, el Estado tiene la responsabilidad de brindarle escuelas, locomoción, salud; es decir, tener los mismos 
derechos que tiene toda la población. Entonces, a la hora de visualizar dónde se quiere instalar la gente, el 
crecimiento debe hacerse con planificación. Cuando la gente se instala donde quiere, se paga un costo; es 
decir, es difícil que tengan los mismos derechos que el resto de la población y, además, resulta muy costoso. 
Cada uno elige donde vivir, pero nosotros como Estado debemos tener una visión global y hacer una 
planificación, a los efectos de brindar una mejor calidad de vida a cada uno de los ciudadanos de nuestro 
país. Es sabido que si uno se instala en un terreno que cuesta más barato pero está muy alejado es muy difícil 
tener luz, saneamiento. Esto último no sería un gran problema porque hay alternativas. La conexión al 
saneamiento que hoy tienen las cooperativas tiene que ver con la altura de los terrenos. Todo esto es muy 
abarcativo; en un proyecto de ley no se puede resolver todo sino que tiene que ser complementado, como 
bien decía la ingeniera Martha Siniacoff. 


Para nosotros es muy importante tener el insumo donde figuren los puntos de vista de quienes 
específicamente tienen competencia en estos temas; después debemos hacer una síntesis de todos los planteos 
para lograr la mejor ley para todos. 


SEÑORA SINIACOFF (Martha).- Complementando lo que se decía ¿hasta dónde crece la ciudad? 
Desde nuestro punto de vista, inevitablemente, es una decisión que tiene que estar involucrada con la 
Intendencia de la zona -esto es fundamental-, que es la institución idónea para definir que un lugar es 
área rural productiva, que allí no van viviendas ni una localización residencial, que un área es 
ecológica protegida o que un lugar sí es un área rural en desuso con terrenos que no son aptos, que no 
tienen vocación agrícola en ese momento y que podrían ser aptos para una futura expansión. Todo esto 
basado en las directrices nacionales o departamentales. Necesariamente, esa respuesta es para cada 
intendencia en particular. Si decimos que no se debe extender la mancha urbana, cada intendencia 
debe decir hasta dónde sí y hasta dónde no, que áreas se protegen y cuáles no. 


Lo que nos preocupa es el tema del vinculante, los gobiernos departamentales que tienen mucho para opinar 
sobre el territorio que gestionan -me refiero al ejecutivo y al legislativo-; en ese sentido, tal vez por la 
redacción -capaz no fue el espíritu de quienes hicieron el proyecto ni de los señores legisladores-, el mismo 
no está involucrado pero, como gestores del territorio directos en un ámbito de aplicación, entendemos que sí 
debe estarlo. 


Entonces, la respuesta al señor legislador sería que es necesario involucrar al gobierno departamental 
correspondiente, que definirá qué zonas son agrícolas específicas, qué zonas son a proteger, qué zonas son 
para viviendas, y en base a eso buscar los instrumentos -ya sean proyectos de actuación urbanística; hay una 
cantidad de herramientas territoriales que permiten la localización, o no, de viviendas- para promover lo que 
está definido con relación al costo- beneficio de llevar servicios a alguna zona sí y a alguna zona no. 


SEÑOR ZUNINO (Ricardo).- Quiero complementar la respuesta al señor diputado Nicolás Olivera, 
que preguntaba cómo encontrar el límite entre el planificador y los deseos de la sociedad. 


Voy a poner un ejemplo quizás un poco burdo. En varios de sus artículos, la Ley de Ordenamiento Territorial 
y Desarrollo Sostenible prevé elementos como la audiencia pública donde la ciudadanía puede dar su opinión 
y se puede manifestar al respecto de las políticas que desarrollan las intendencias. Es decir, allí hay una 
herramienta de defensa de los deseos de la población. De la misma manera -por citar un caso conocido en 
estos días-, se puso arriba de la mesa un tema patrimonial en Montevideo de una famosa heladería que se iba 
a demoler. Si bien arquitectónicamente, ni la Facultad de Arquitectura ni la Intendencia, consideraban a ese 
edificio un bien patrimonial, la ciudadanía que vive en la zona manifestó su deseo y lo salió a defender 
porque entendía que tenía algunas características propias, identitatarias para el barrio, etcétera. 


Entiendo que, por un lado, está la intención y el deseo de los gobiernos de hacer lo más eficiente posible el 
uso de la tierra y el gasto en servicios pero, por otro, está el deseo y la felicidad de las personas que tienen, 
por ley, el derecho a manifestarse en contra o a favor de lo que proponen esos gobiernos, así que por ese lado 
el equilibrio se puede encontrar. 


SEÑOR APPRATTO (Ramón).- Voy a plantear algo que creo que es muy importante a tener en cuenta 
y que es un problema de nosotros, como país. El 75% de la población del mundo, de los 7.000.000.000 
de habitantes, está en las costas. Hay fotos satelitales de Google que son notables porque están tomadas 
en la noche -alternativamente, por donde se va sucediendo-: todos los continentes tienen la población 
en las costas. Ese es un dato a tener en cuenta cuando hablamos del desestímulo de la expansión 
urbana, sobre todo para el Uruguay, porque su perímetro tiene el 75% de agua, desde Bella Unión 
hasta el Chuy. Entonces ¿por qué Montevideo se expande? Porque la gente busca la costa; creo que esa 
es una tendencia natural. Yo ni lo aplaudo ni lo fustigo: es una realidad que debemos tener en cuenta 
cuando vamos a planificar. Todo lo demás es entendible, pero si hay 7.000.000.000 de personas en el 
mundo, el 75% de las cuales elige estar en la costa y Uruguay tiene ese perímetro, es un tema que 
vamos a tener que atender en forma muy importante. 


Quería aportar este dato porque nos da una idea de la importancia del tema en sí. Quizás somos víctimas de 
ese problema y no va a ser fácil de acomodarlo. 


SEÑOR LAVIANO (Jorge).- Quiero hacer un agregado con respecto al tratamiento que hemos tenido 
del artículo 3", que habla de la obligatoriedad. Parecería que solo se hubiera considerado el punto de 
vista de las intendencias, que a las mismas no se les puede poner una obligatoriedad. Pero además de 
las intendencias existen otros organismos que tienen incidencia en el uso del territorio, por el 
desarrollo de su propia actividad, y eso también debe ser tenido en cuenta. Por ejemplo, la UTE debe 
construir sus estaciones y subestaciones de transformación y tiene que hacer sus tendidos de redes de 
alta tensión; la OSE debe hacer perforaciones, tendidos de cañerías, plantas de tratamiento y el 
saneamiento en el interior; el Ministerio de Transporte y Obras Públicas también tiene que hacer sus 
planes de obras viales, trazados de carreteras, rectificaciones, ampliaciones, etcétera, y también deben 
ser tenidos en cuenta en el ámbito de una planificación territorial. Esto no puede quedar 
exclusivamente limitado a lo que se indique desde el punto de vista de la Dirección Nacional de 
Ordenamiento Territorial. 


SEÑOR APPRATTO (Ramón).- Me voy a permitir expresar algunas consideraciones generales sobre el 
problema que nos atañe de este proyecto de ley y acercar algunos elementos que creo que es importante 
que se sigan teniendo en cuenta. 


(Ocupa la Presidencia el señor legislador Nicolás Olivera) 


SEÑOR RODRÍGUEZ (Edgardo).- Disculpe la interrupción pero, en realidad, me quedé con una 
pregunta que iba dirigida a usted. No entendí qué piensa con relación a eso de que el 75% vive en las 
costas. 


SEÑOR APPRATTO (Ramón).- Es un dato y solo lo aporto para que se tenga en cuenta. Yo no tengo 
opinión al respecto, solo digo lo que hace la gente en el mundo; supongo que le gustará vivir en la costa 
pero no puedo hacer un censo universal. 


Continúo: en material legal, a la que está ligada nuestra profesión que tiene la función de delimitar derechos 
en el terreno, en general, estoy de acuerdo con lo que en la materia manifestó a la Comisión el doctor Daniel 
H. Martins, todo lo cual parece indicar que habría que hacer una profunda revisión en lo legislado en esta 
materia hasta el presente. Siempre es preferible aceptar errores que ser contumaz. 


También comparto opiniones vertidas por la Facultad de Ciencias brindadas a esta Comisión en junio del año 
2014. El decano de la Facultad de Ciencias, doctor Juan Cristina, mandó a hacer un estudio al respecto para 
contestar a la Comisión. Ustedes lo tienen en carpeta pero yo quiero rescatar de eso mi acuerdo con estas 
situaciones. Por ejemplo, componer la visión de este proyecto con la gestión del territorio estudiado a nivel 
de cuencas hidrográficas, cosa que en la ley no se nombra. Tener en cuenta el proceso internacional, 
Infraestructuras de Integración Regional de Sudamérica, que trabaja desde el año 2000 -vinculada 
actualmente a la Unasur- en el Consejo Sudamericano de Infraestructuras y Planeamiento con proyectos que 
en nuestro país están en construcción. Asimismo, hemos de reconocer que estamos en la encrucijada de 
repensar el concepto de territorio desde el punto de vista estratégico y geopolítico. Lamentablemente, en el 
proyecto de ley no se nombra la geopolítica. 


Por otra parte, habría que considerar la Ley N* 18.610 relativa a la política nacional de agua sobre la que me 
asombra no encontrar ninguna referencia en este proyecto, que no se encuentre desarrollado claramente en el 
proyecto cómo se logra la integración social y la dimensión ambiental. Se desconoce el trabajo de los 
Consejos Regionales de Recursos Hídricos que trabaja en las cuencas de los ríos Uruguay, Santa Lucía, Río 
de la Plata, frente marítimo y Laguna Merín. La Facultad de Ciencias pide definir si optamos por la 
agricultura familiar o la concentración de la tierra; adoptemos posición para indicar qué acciones llevaremos 
adelante para lograrlo y para definir si optamos por mantener la población rural dispersa o bien la 
concentramos definitivamente en los centros urbanos. 


(Ocupa la Presidencia la señora Representante Susana Pereyra) 


Todas estas interrogantes, que son muy importantes, las plantea la Facultad de Ciencias; las quiero 
verter porque estoy totalmente de acuerdo con ellas y me parece que son cosas a resolver. A todo esto que 
dije al final, en mi concepto, se suma la necesidad de una gran revisión de los temas de ordenamiento de los 


territorios. Aquí, por lo menos para nosotros, aparece una visión arquitectónica del urbanismo y otra visión 
científica de la planificación urbana, regional y estatal por la que generalmente transitan las ingenierías y el 
derecho. 


Creo que todos juntos -con ustedes, que son los que en definitiva resuelven y hacen las leyes- deberíamos 
volver a estudiar ese asunto en forma conjunta para poder resolverlo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Luego de un intercambio interesante, importante para nosotros como 
insumo, les agradecemos su presencia y quedamos a las órdenes. En lo que tiene que ver con nuestro 
trabajo, capaz que no es la única vez que los invitamos. 


SEÑORA SINIACOFF (Martha).- Nuevamente agradecemos la deferencia que han tenido los señores 
legisladores con la Asociación de Agrimensores del Uruguay al tenernos en cuenta para analizar este asunto. 


Les dejamos el documento que elaboramos. Supongo que el ingeniero Appratto también dejará su informe, ya 
que puede ser enriquecedor para esta Comisión. Aclaro que es complementario. El documento que yo les dejo 


fue elaborado por la Comisión de Ordenamiento Territorial, pero esto no quiere decir que no estemos de 
acuerdo con lo que él menciona. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Muchas gracias por sus aportes. 


(Se retiran de sala integrantes de la Asociación de Agrimensores del Uruguay) 


Vamos a seguir trabajando en este tema con todos los insumos que hemos recibido. Para la próxima 

sesión hemos invitado -tal como estaba previsto-, al arquitecto Schelotto. Si algún diputado tiene alguna 

pregunta específica para formularle, le pedimos que nos la haga llegar para remitírsela a fin de que pueda 
traer la información ya procesada. 


Otro asunto que tenemos a estudio es el que tiene que ver con las directrices costeras. La Secretaría está 
haciendo un comparativo muy bueno que contiene las directrices costeras que se estudiaron en la Comisión 
en la legislatura pasada, el proyecto que mandó el Poder Ejecutivo y la iniciativa que votó el Senado. Según 
me han informado, no hay grandes cambios. 


SEÑOR RUBIO (Eduardo).- Como no estuve aquí en la legislatura pasada, me gustaría tener el 
material al que hizo referencia el ingeniero Appratto que, si no me equivoco, fue elaborado por la 
Facultad de Ciencias. 


SEÑOR OLIVERA (Nicolás).- Eso está en los antecedentes de la Comisión. 
SEÑOR RUBIO (Eduardo).- ¿Ese documento fue presentado por la Facultad de Ciencias? 
SEÑORA PRESIDENTA.- Sí; fue presentado en junio de 2014. 


Entonces, seguimos manejándonos con los insumos que tenemos, sobre todo, en las iniciativas que tienen que 
ver con estas directrices, que ya se habían trabajado en la Comisión. Sería bueno que tomáramos todos los 
aportes realizados en esta y en la otra legislatura a los efectos de elaborar los mejores proyectos posibles. 


Por otra parte, tenemos el planteo del diputado Rubio sobre la visita acordada al barrio 30 de Julio. Me 
parece que antes de ir al lugar debemos buscar información, porque no sería serio para los vecinos solo ir a 
ver cómo está la situación. Creo que en el día de ayer hubo una reunión en el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. Si les parece, recabamos información sobre qué pasó en esa 
instancia, la intercambiamos y la semana que viene instrumentamos la visita. 


(Apoyados) 


En consecuencia, este tema queda pendiente y lo ponemos como uno de los puntos del orden del día de 
la próxima sesión. 


No habiendo más asuntos, se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


